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SOLICITA TRASLADO URGENTE. AGRAVACIÓN EN LAS 

CONDICIONES DE DETENCIÓN. DERECHO A LA SALUD. 

DIGNIDAD 

 

 

SEÑORES JUECES DEL 

TRIBUNAL ORAL N° 1: 

 Gastón Ezequiel Barreiro, Defensor Público 

Oficial, titular de la Defensoría Pública Oficial Nº 3 ante los Tribunales 

Orales en lo Criminal Federal de La Plata, con domicilio procesal sito en 

calle 42 Nº 773 -2º piso contrafrente-, con CUID 50000004143 para las 

notificaciones electrónicas, mail institucional: dpo3lp@mpd.gov.ar (y 

CUIL personal Nº 20251892459, mail: gbarreiro@mpd.gov.ar), en el 

marco del expediente registrado bajo el Nº FLP 91002955/2009/TO1 del 

registro de ese TOCF Nº 1, en representación de MIGUEL OSVALDO 

ETCHECOLATZ; me presento respetuosamente ante ese Tribunal y digo: 

 I) Que vengo por el presente a solicitar -una vez 

más- que se disponga el traslado urgente de mi representado, quien se 

encuentra alojado en la Unidad 21, a un hospital o clínica extramuros 

donde cuente con cobertura médica (IOMA), a los fines de que reciba un 

adecuado tratamiento frente a su cuadro de salud. 

 En efecto, las condiciones de detención del Sr.  

Etchecolatz se encuentran agravadas: la Unidad 21 no es un lugar 

adecuado para tratar la salud de adultos mayores con diversas 

patologías de base que dieron positivo para COVID-19. 

 En tal sentido, debe recordarse que desde que se 

declaró la emergencia sanitaria en marzo de este año mediante decreto 

PEN 297/2020, esta Defensa Oficial ha realizado múltiples y sucesivas 

presentaciones resaltando que el Servicio Penitenciario Federal no reunía 

las condiciones necesarias para garantizar la integridad física y la salud de 

mi representado, que forma parte de un grupo en situación de 



vulnerabilidad en razón de su edad y de sus múltiples afecciones previas de salud.  

 Lamentablemente, y pese a las reiteras advertencias 

efectuadas por esta parte, mi defendido se contagió el COVID-19 en el ámbito 

del Servicio Penitenciario Federal. Luego de sufrir diversos traslados hacia otras 

unidades carcelarias (lo que indudablemente lo colocó en una situación de 

vulnerabilidad), actualmente se encuentra alojado en la Unidad 21. 

 La Unidad 21 tampoco es un lugar adecuado para 

que adultos mayores con diversas patologías de base y con COVID-19 positivo 

reciban la atención médica que necesitan. No cuenta con el personal médico 

especializado ni con la tecnología pertinente para responder de modo inmediato 

a las urgencias que puedan presentarse. 

 Tampoco reúne las instalaciones adecuadas ni el 

personal penitenciario competente para que mi defendido tenga unas 

condiciones de detención dignas.  

 En tal sentido, cabe señalar que la hija del Sr. José 

Augusto López -otro de mis defendidos alojado en la Unidad 21- se comunicó 

con esta Defensoría y transmitió su desesperación y angustia por las condiciones 

inhumanas en las que se encuentra su padre en la Unidad 21. 

 La hija del Sr. López expresó de manera textual 

que: “Mi papá me llamó llorando porque se tuvo que hacer caca encima, no es por no controlar 

esfínteres sino porque hace 10 días que el baño está muy sucio, lleno de caca por todos lados y 

no podía ni siquiera entrar a esa mugre, que se cansó de pedir lavandina para limpiarlo él, que 

se aguantó tanto tiempo que pobre se tuvo que hace encima por no aguantar más. Que a raíz 

de eso se manchó todo y no tiene otra ropa, que tampoco le dejan entrar ropa. Que se puso a 

llorar porque no puede estar más así, que los enfermeros le dicen genocida de mierda y lo 

insultan, lo tratan como una basura, que no le dan la medicación todos los días, tampoco le 

dan casi de comer, ni tampoco le dan lavandina. Esta muy mal en ese Hospital Muñiz y tiene 

70 años. Tengo mucho miedo que le pase algo…”. 

 Por su parte, el Sr. Etchecolatz y su cónyuge 

también en múltiples oportunidades se ha contacto con esta Defensoría 

denunciaron las pésimas condiciones en las que se encuentra en la Unidad 21. 

 En este contexto, es indudable que las 

condiciones de detención que sufre mi defendido se encuentran 
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agravadas y son contrarias a los principios, derechos y garantías que 

emanan del Derecho Internacional de los Derechos Humanos. El 

obrar del Estado, bajos las circunstancias denunciadas, es contrario 

a sus derechos más básico como el derecho a la dignidad, a la salud, 

a la integridad física y a la vida. 

 Al respecto, debe recordarse que el constituyente 

estableció de manera expresa el principio de humanidad en la ejecución de 

las medidas privativas de la libertad que debe regir como pauta de 

orientación de toda la actividad de los órganos estatales que intervienen en 

que intervienen en la restricción de la libertad, y ese principio tiene 

consecuencias prácticas, pues impone al Estado la obligación de brindar a 

las personas que priva de libertad determinadas condiciones de trato (art. 

18 y 75 inc. 22 CN, 5 CADH, 7 y 10.1 PIDCyP, art. XXV de la DADDH, 

2 de la Convención Contra la Tortura y otros Tratos o Penas Inhumanos 

o Degradantes). 

 Además, y frente a las condiciones de higiene y 

limpieza denunciadas, debe remarcarse que la Regla 19 de las “Reglas de 

Mandela” establece que: “1. Se exigirá de los reclusos aseo personal y, a tal 

efecto, se les facilitará agua y los artículos de aseo indispensables 

para su salud e higiene. 2. A fin de que los reclusos puedan mantener un 

aspecto decoroso que les permita conservar el respeto de sí mismos, 

se les facilitarán medios para el cuidado del cabello y de la barba y para que 

puedan afeitarse con regularidad.” 

 A su vez, la Regla 16 establece que: “Las 

instalaciones de baño y de ducha serán adecuadas para que todo recluso 

pueda bañarse o ducharse, e incluso pueda ser obligado a hacerlo, a una 

temperatura adaptada al clima, y con la frecuencia que exija la higiene 

general según la estación y la región geográfica pero al menos una vez por 

semana en climas templados”. 

 Es decir, frente a la situación sanitaria y 

epidemiológica actual, y ante la demostrada insuficiencia del Servicio 

Penitenciario Federal, es evidente que la Unidad 21 no puede garantizar los 

derechos a la vida, a la salud y a la integridad física de mi asistido, máxime 



teniendo en cuenta que es un paciente de riesgo y se encuentra altamente 

expuesto y en una situación de vulnerabilidad. 

 Además, cabe resaltar que el COVID-19 es una 

enfermedad cuyos efectos, síntomas y alcances aún resultan 

desconcertantes y no existen estudios científicos completos que permitan 

conocer con exactitud todo lo relativo al virus. 

 Un ejemplo lamentable que demuestra lo 

desconcertarte que es el virus y el grave riesgo que corre la vida de mi 

representado, es el fallecimiento ocurrido el pasado 7 de agosto del Sr. 

Carlos Alberto Ramallo, quien era defendido por esta Defensa Oficial y se 

encontraba detenido a disposición de ese Tribunal Oral en la Unidad 21. 

 Al respecto, desde el alojamiento del Sr. 

Ramallo en la Unidad 21 en fecha 26 de julio del actual, los sucesivos 

informes médicos producidos en el marco de la causa FLP 54007241/2013 

relataban que se encontraba estable y afebril. El informe del 4 de agosto 

expresaba que Ramallo se encontraba “estable clínicamente, signos 

vitales dentro de parámetros normales… buen estado general”. Como se 

dijo, lamentablemente, el 7 de agosto la Unidad 21 comunicó que había 

fallecido. 

 El lamentable ejemplo de Ramallo deja al 

descubierto, por un lado, la complejidad que tiene el virus y su correcto 

tratamiento y, por el otro, la incompetencia de la Unidad 21 frente a la 

situación sanitaria actual.  

 ¿Quién puede garantizarle a Etchecolatz y a 

sus familiares que no le sucederá lo mismo que a Ramallo?  

 Es indudable que la Unidad 21 no cuenta con 

las condiciones necesarias para asegurar la integridad física de mi 

representado. Sin perjuicio de que la única solución es otorgarle el arresto 

domiciliario, en este contexto tan particular es necesario trasladar al Sr. 

Etchecolatz a un hospital extramuros a fin de que reciba atención médica 

especializada, permanente y adecuada. 

 El Estado frente a esta situación tan particular 

tiene una reforzada posición de garantía: sería inadmisible que 
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Etchecolatz tuviera una agravación o consecuencias irremediables 

en su estado de salud luego de las diversas presentaciones 

efectuadas por esta Defensoría y luego del penoso caso del Sr. 

Ramallo.  

 Es que ha quedado demostrado que la Unidad 21 

no es un lugar apto para el tratamiento de patologías infectocontagiosas, 

no cuenta con infraestructura ni personal médico y de enfermería 

competente y con esa estructura no es posible dispensar a mi asistido de 

una correcta atención, acorde a los protocolos de cuidados que requiere su 

afectación (en similar sentido, CNCC, Sala 6, expte. CCC 

30739/2020/CA1, “Procuración Penitenciaria de la Nación s/ Habeas 

corpus correctivo”, resolución del 21/07/2020). 

 Al respecto, debe reiterarse que el presente pedido 

-una vez más- radica en la imperiosa necesidad de salvaguardar el derecho 

a la vida y a la salud de mi representado y evitar las consecuencias 

irremediables que podría ocasionar que siga detenido en la Unidad 21 (cfr. 

Fallos 328:1146 “Verbitsky”). 

Cabe recordar que la situación de mi defendido 

merece una especial atención en tanto se trata de un adulto mayor, con 

patologías a raíz de su edad, que lo ubican dentro de un grupo en situación 

de vulnerabilidad. Al respecto, resulta de especial aplicación el 

reconocimiento y la protección de los adultos mayores como una categoría 

especialmente protegida tanto en el derecho internacional de los Derechos 

Humanos como a nivel constitucional local (Convención Interamericana 

sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores). 

En este sentido, interesa destacar que la Corte IDH 

se ha pronunciado acerca de la protección de la categoría de adultos 

mayores en el caso “Poblete Vilches vs. Chile” y la obligación reforzada 

que tienen los Estados de respeto y garantía del derecho a la salud de este 

grupo en situación de vulnerabilidad: “En vista de lo anterior, la Corte resalta la 

importancia de visibilizar a las personas mayores como sujetos de derechos con especial 

protección y por ende de cuidado integral, con el respeto de su autonomía e independencia” 

(sentencia del 8 de marzo de 2018, párr. 132). 



Por su parte, en la resolución 4/2020 de la CIDH sobre 

“Derechos Humanos de las personas con COVID-19” se señala que: 

“SUBRAYANDO que los Estados deben adoptar todas las medidas necesarias 

con la finalidad de garantizar la atención adecuada y oportuna de la salud y del 

cuidado de las personas, particularmente de aquellas en situación de 

vulnerabilidad, y que todo menoscabo a los derechos humanos atribuibles a la 

acción u omisión de cualquier autoridad pública compromete la responsabilidad 

internacional de los Estados causa de la negligencia del Estado”. 

Por otro lado, es pertinente recordar la responsabilidad 

internacional de todos los poderes del Estado en tanto a que el derecho a la salud 

del que goza nuestro asistido se encuentra amparado por el art. 143 de la ley 

24.660 y previsto en los Tratados Internacionales incorporados a nuestra Carta 

Magna en virtud del art. 75 inc. 22 (arts. 4 y 5.1 de la Convención Americana 

Sobre Derechos Humanos; art. 12del Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales; la Regla Nº 22 de las Reglas Mínimas de la 

ONU para el tratamiento de los reclusos; Principio X Resol. 1/08 Principios y 

Buenas Prácticas sobre la Protección de las personas privadas de libertad en Las 

Américas). 

En este sentido, la Corte Suprema de Justicia de la 

Nación ha sostenido reiteradamente que: “el derecho a la vida es el primer derecho de 

la persona humana que resulta reconocido y garantizado por la Constitución Nacional (Fallos: 

302:1284; 310:112). También ha dicho que el hombre es eje y centro de todo el sistema 

jurídico y en tanto fin en sí mismo -más allá de su naturaleza trascendente- su persona es 

inviolable y constituye valor fundamental con respecto al cual los restantes valores tienen siempre 

carácter instrumental” (Fallos: 316: 479; 323:3229). 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos ha establecido que: “En tal sentido, en relación con las personas que han sido 

privadas de su libertad, la Corte ha determinado que el Estado se encuentra en una posición 

especial de garante, toda vez que las autoridades penitenciarias ejercen un fuerte control o 

dominio sobre quienes se encuentran sujetos a su custodia94. Lo anterior, como resultado de la 

interacción especial de sujeción entre la persona privada de libertad y el Estado, caracterizada 

por la particular intensidad con que el Estado puede regular sus derechos y obligaciones y por 

las circunstancias propias del encierro, en donde al privado de libertad se le impide satisfacer 
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por cuenta propia una serie de necesidades básicas esenciales para el desarrollo de una 

vida digna. En consecuencia, de conformidad con el artículo 5.1 y 5.2 de la Convención, 

toda persona privada de libertad tiene derecho a vivir en condiciones de detención 

compatibles con su dignidad personal. Esto implica el deber del Estado de salvaguardar 

la salud y el bienestar de las personas privadas de libertad y de garantizar que la manera 

y el método de privación de libertad no excedan el nivel inevitable de sufrimiento inherente 

a la misma” (caso Hernández vs. Argentina, sentencia del 22 de noviembre 

de 2019, párr. 56). 

II) Petitorio: En virtud de todo lo expuesto, 

solicito a ese Tribunal que: 

1) Se tengan presente las denuncias efectuadas con 

respecto al agravamiento de las condiciones de detención que sufre mi 

defendido Miguel Osvaldo Etchecolatz. 

2) Se ordene el traslado de mi defendido de manera 

urgente a un nosocomio extramuros donde cuente con cobertura médica 

(IOMA) para su correspondiente y adecuado tratamiento. 

 Proveer de conformidad, que 

 SERÁ JUSTICIA.- 

 

 

GASTÓN EZEQUIEL BARREIRO 
Defensor Público Oficial ante los Tribunales Federales de La Plata 

Calle 42 n° 773, piso 2°, contra frente, La Plata  
 


